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 LEY 940 DE 2005
(enero 5)

Por la cual se expiden normas sobre requisitos para el desempeño de cargos en la

Jurisdicción Penal Militar.

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

 
CAPITULO I.

NORMAS RECTORAS.

ARTÍCULO 1o. ÁMBITO. La presente ley se aplicará en todo el territorio nacional,

a los miembros de la fuerza pública en servicio activo y en retiro, así como al

personal civil que se desempeñan como funcionarios en la Justicia Penal Militar.

 
ARTÍCULO 2o. OBJETO. Esta ley responde a los propósitos y exigencias del artículo

221 de la Constitución Política, señalando los requisitos para el desempeño de

los distintos cargos de los funcionarios de la Jurisdicción Penal Militar.

 
ARTÍCULO  3o.  EXCLUSIVIDAD.  El  Gobierno  Nacional  –  Ministerio  de  Defensa,

realizará  el  proceso  de  selección  del  personal  que  desempeñe  funciones

jurisdiccionales en la Justicia Penal Militar, a través de la Dirección Ejecutiva
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de la Justicia Penal Militar, de acuerdo con las directrices impartidas por el

Ministro de Defensa Nacional y el Consejo Asesor de la Justicia Penal Militar, el

cual funcionará ad honórem.

 
CAPITULO II.

REQUISITOS GENERALES.

ARTÍCULO 4o. REQUISITOS GENERALES. Para acceder a los cargos de Magistrados del

Tribunal  Superior  Militar,  Fiscal  Penal  Militar  ante  el  Tribunal  Superior

Militar, Juez de primera instancia Penal Militar, Fiscal Penal Militar ante los

juzgados de primera instancia, Auditor de Guerra y juez de instrucción penal

militar, se requiere:

a) Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio;

b) Tener título de Abogado otorgado por universidad oficialmente reconocida;

c) Tener especialización en derecho penal, ciencias penales o criminológicas o

criminalísticas, o en derecho constitucional, o en derecho probatorio, o en

derecho procesal;

d) Gozar de reconocido prestigio profesional y personal.

PARÁGRAFO. Será inhabilidad para ocupar uno cualquiera de los cargos de la

justicia penal militar descritos en el presente artículo, haber sido condenado

por sentencia judicial a pena privativa de la libertad, excepto por delitos

culposos.

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– Artículo, sin incluir el parágrafo declarado EXEQUIBLE, por los cargos

analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-373/11 según

Comunicado de Prensa de la Sala Plena No. 21 Mayo 13 de 2011, Magistrado Ponente

Dr. Nilson Pinilla Pinilla.



ARTÍCULO  5o.  EVALUACIÓN  DEL  DESEMPEÑO.  La  evaluación  del  desempeño  de  los

magistrados del Tribunal Superior Militar y Fiscales Penales Militares ante el

mismo tribunal, corresponderá al Presidente de la Corporación. A los funcionarios

de la primera instancia, los evaluará el Tribunal Superior Militar, en Sala

plena, y se tendrá en cuenta:

a) El rendimiento del funcionario determinado por los informes estadísticos

mensuales;

b)  La  acuciosidad,  juicio  y  contundencia  de  las  providencias,  que  hayan

contribuido a crear jurisprudencia en la jurisdicción penal militar;

c) *Literal INEXEQUIBLE*

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– Literal c) declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1002-05 de 3 de

octubre de 2005, Magistrado Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.

*Texto original de la Ley 940 de 2005*

c) Cuando se trate de funcionarios de la primera instancia, se verificará el porcentaje de providencias

confirmadas, revocadas o anuladas por el Tribunal Superior Militar ya sea por vía de apelación o de

consulta;

 
d) Que el funcionario no haya sido objeto de sanción disciplinaria alguna impuesta en el desempeño de su

cargo.

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– Literal d) declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1002-05 de 3 de

octubre de 2005, Magistrado Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.

 
CAPITULO III.



DE LOS MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR Y FISCALES PENALES MILITARES ANTE

EL MISMO TRIBUNAL.

 
ARTÍCULO 6o. MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR. Para ser Magistrado del Tribunal Superior

Militar, será necesario acreditar a más de los requisitos generales consignados en el artículo 4o de la

presente ley, ser miembro de la Fuerza Pública en Grado de Oficial Superior en servicio activo o miembro de

la Fuerza Pública en retiro y acreditar una experiencia mínima de ocho (8) años en el desempeño de cargos

como funcionario de la Justicia Penal Militar.

PARÁGRAFO transitorio. Por una sola vez y por el término de dos (2) años, para acceder a las vacantes

que se causen en el Tribunal Superior Militar, se exigirá una experiencia mínima de seis (6) años en el

desempeño de cargos como funcionarios de la Justicia Penal Militar.

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– Parágrafo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1176-05 de 17 de

noviembre de 2005, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, "únicamente respecto de los

cargos por vulneración del principio de igualdad estudiados en la presente sentencia.".

En la misma sentencia la Corte se declara inhibida de fallar sobre este artículo respecto a la demanda por

vicios de forma, por ineptitud sustantiva de la demanda.

 
ARTÍCULO 7o. FISCAL PENAL MILITAR ANTE EL TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR. Para ser Fiscal Penal Militar

ante el Tribunal Superior Militar se requiere, además de los requisitos generales consignados en el artículo

4o de la presente ley, acreditar una experiencia mínima de ocho (8) años en el desempeño de cargos como

funcionario en la justicia penal militar.

*Nota Jurisprudencia*
 

Corte Constitucional

-Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante

SentenciaC-373/11 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena No. 21 Mayo 13 de 2011, Magistrado

Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

 



PARÁGRAFO. Cuando el cargo sea desempeñado por un miembro de la Fuerza Pública en servicio activo,

deberá ostentar el grado no inferior al de Oficial Superior.

ARTÍCULO 8o. CARGOS DE PERÍODO. Los cargos de Magistrado del Tribunal Superior Militar y Fiscal Penal

Militar ante el mismo, serán proveídos por el Presidente de la República para períodos individuales de ocho

(8) años no prorrogables, de listas de candidatos presentadas por el Comandante General de las Fuerzas

Militares, Comandantes de Fuerza y Director General de la Policía Nacional.

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– Inciso declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-737-06 de 30 de agosto de 2006, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil.

 
PARÁGRAFO.  *Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible* Los Magistrados del Tribunal Superior Militar

nombrados con anterioridad a la vigencia de la Ley 522 de 1999, y los Fiscales Penales Militares ante el

Tribunal Superior Militar nombrados a partir de la vigencia de la mencionada ley, continuarán en sus cargos

hasta cuando totalicen el período para el cual fueron elegidos.

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– Parágrafo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-737-06  de 30 de

agosto de 2006, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, "en el entendido que los magistrados del

Tribunal Superior Militar nombrados a partir de la vigencia de la Ley 522 de 1999, continuarán en sus

cargos hasta que se cumpla el periodo de cinco años para el cual fueron designados y los magistrados

que se encuentran al entrar en vigencia la Ley 940 de 2005, en prórroga del periodo para el cual fueron

nombrados, permanecerán en sus cargos hasta el vencimiento de la prórroga".

 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. *Parágrafo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– Parágrafo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-737-06 de 30 de

agosto de 2006, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil.

 



*Texto original de la Ley 940 de 2005*

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Se exceptúan de lo dispuesto, los Magistrados del Tribunal Superior Militar

que al entrar en vigencia la presente ley se encuentren en prórroga del período para el cual fueron

nombrados.

 
*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este parágrafo transitorio respecto a los

cargos por vicios de forma y por vulneración del principio de igualdad, por ineptitud sustantiva de la

demanda,  mediante Sentencia C-1176-05 de 17 de noviembre de 2005, Magistrado Ponente Dr.

Humberto Antonio Sierra Porto la Corte.

 
 

CAPITULO IV.

DE LOS JUECES DE PRIMERA INSTANCIA.

 
ARTÍCULO 9o. JUECES DE PRIMERA INSTANCIA. Para desempeñar el cargo de Juez de Primera Instancia, se

requiere además de los requisitos generales consignados en el artículo 4o de la presente ley, ser miembro

de la Fuerza Pública en servicio activo o en uso de buen retiro, con el grado que en cada caso se indica y

acreditar la experiencia señalada para cada cargo.

1. Jueces de Primera Instancia en las Fuerzas Militares

1.1 Juez de Primera Instancia de Inspección General, del Comando General, de las Fuerzas Militares, del

Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea. Para desempeñar el  cargo de Juez de Primera

Instancia de Inspección General del Comando General de las Fuerzas Militares, del Ejército, de la Armada

Nacional y de la Fuerza Aérea, se requiere ostentar grado no inferior a Coronel en servicio activo o miembro

en uso de buen retiro de las Fuerzas Militares y acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el

desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

1.2 Juez de Primera Instancia de División en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza

Aérea. Para desempeñar el cargo de Juez de Primera Instancia de División en el Ejército o sus equivalentes

en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere ostentar grado no inferior a oficial superior en servicio



activo o miembro en uso de buen retiro de las Fuerzas Militares y acreditar una experiencia mínima de

cuatro (4) años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

1.3 Juez de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza

Aérea. Para desempeñar el cargo de Juez de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes

en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere ostentar grado no inferior a oficial superior en servicio

activo miembro en uso de buen retiro de las Fuerzas Militares y acreditar una experiencia mínima de tres

(3) años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2. Jueces de Primera Instancia en la Policía Nacional

2.1 Juez de Primera Instancia de Dirección General de la Policía Nacional. Para ser Juez de Primera Instancia

de Dirección General de la Policía Nacional, se requiere ostentar grado no inferior al de coronel en servicio

activo o miembro en uso de buen retiro de la Policía Nacional y acreditar una experiencia mínimo de cinco

(5) años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.2 Juez de Primera Instancia de Inspección General  de la Policía Nacional.  Para ser Juez de Primera

Instancia de Inspección General de la Policía Nacional, se requiere ostentar grado no inferior al de Teniente

Coronel  en  servicio  activo  o  miembro  en  uso  de  buen retiro  de  la  Policía  Nacional  y  acreditar  una

experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal

Militar.

2.3 Juez de Primera Instancia  de Policía  Metropolitana.  Para ser  Juez de Primera Instancia  de Policía

Metropolitana se requiere ostentar grado de oficial en servicio activo o miembro en uso de buen retiro de la

Policía Nacional y acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de cargos como

funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.4  Juez  de  Primera  Instancia  de  Departamento  de  Policía.  Para  ser  Juez  de  Primera  Instancia  de

Departamento de Policía se requiere ostentar grado de Oficial en servicio activo o miembro en uso de buen

retiro de la Policía Nacional y acreditar una experiencia mínimo de tres (3) años en el desempeño de cargos

como funcionario en la Justicia Penal Militar.

 
 

CAPITULO V.

DE LOS FISCALES PENALES MILITARES ANTE LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA.

 



ARTÍCULO  10.  FISCALES  PENALES  MILITARES  ANTE  LOS  JUZGADOS  DE  PRIMERA  INSTANCIA.  Para

desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante los Juzgados de Primera Instancia se requiere además de

los requisitos generales consignados en el artículo 4o de la presente ley, acreditar la experiencia señalada

para el cargo.

*Nota Jurisprudencia*
 

Corte Constitucional

Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-373/11 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena No. 21 Mayo 13 de 2011, Magistrado

Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

 

1. Fiscales ante los Jueces de Primera Instancia de las Fuerzas Militares

1.1 Fiscales Penales Militares ante Juzgados de Primera Instancia de Inspección General del Comando

General de las Fuerzas Militares, del Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea. Para desempeñar

el cargo de Fiscal Penal Militar ante los Juzgados de Primera Instancia de Inspección General del Comando

General, de las Fuerzas Militares, del Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea, se requiere

acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario en la

Justicia Penal Militar.

1.2 Fiscales Penales ante los Juzgados de Primera Instancia de División en el Ejército o sus equivalentes en

la Armada Nacional y la Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante Juzgados de

Primera Instancia de División en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se

requiere acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de cargos como funcionario

en la Justicia Penal Militar.

1.3 Fiscales Penales ante los Juzgados de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes en

la Armada Nacional y la Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante Juzgados de

Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se

requiere acreditar una experiencia mínima de tres (3) años en el desempeño de cargos como funcionario en

la Justicia Penal Militar.

2. Fiscales ante los Jueces de Primera Instancia de la Policía Nacional

2.1 Fiscal Penal Militar ante Juzgado de Primera Instancia de Dirección General de la Policía Nacional. Para

desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante Juzgado de Primera Instancia de Dirección General de la

Policía Nacional se requiere acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos



como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.2 Fiscal Penal Militar ante Juzgado de Primera Instancia de Inspección General de la Policía Nacional. Para

desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante Juzgado de Primera Instancia de Inspección General de la

Policía Nacional, se requiere acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos

como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.3 Fiscales Penales Militares ante Juzgados de Primera Instancia de Policía Metropolitana. Para desempeñar

el cargo de Fiscal Penal Militar ante Juzgados de Primera Instancia de Policía Metropolitana, se requiere

acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de cargos como funcionario en la

Justicia Penal Militar.

2.4  Fiscales  Penales  Militares  ante  Juzgados  de  Primera  Instancia  de  Departamento  de  Policía.  Para

desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante Juzgados de Primera Instancia de Departamento de Policía,

se requiere acreditar una experiencia mínima de tres (3) años en el desempeño de cargos como funcionario

en la Justicia Penal Militar.

PARÁGRAFO. Cuando el cargo de Fiscal Penal Militar sea desempeñado por un miembro de la Fuerza

Pública en servicio activo, deberá ostentar el grado exigido para la instancia ante la cual actúa.

 
 

CAPITULO VI.

DE LOS AUDITORES DE GUERRA.

ARTÍCULO 11. AUDITORES DE GUERRA ANTE JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA. Para desempeñar el

cargo de Auditor de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia se requiere además de los requisitos

generales consignados en el artículo 4o de la presente ley, acreditar la experiencia señalada para cada

cargo.

1. Auditores de Guerra en las Fuerzas Militares

1.1 Auditores de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de Inspección General del Comando General de

las Fuerzas Militares, del Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de

Auditor de Guerra ante los Juzgados de Primera Instancia de Inspección General del Comando General de

las Fuerzas Militares, del Ejército, de la Armada Nacional, y de la Fuerza Aérea, se requiere acreditar una

experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal

Militar.



1.2 Auditores de Guerra ante los Juzgados de Primera Instancia de División en el Ejército o sus equivalentes

en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Auditor de Guerra ante Juzgados de

Primera Instancia de División del Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se

requiere acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de cargos como funcionario

en la Justicia Penal Militar.

1.3 Auditores de Guerra ante los Juzgados de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes

en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Auditor de Guerra ante Juzgados de

Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se

requiere acreditar una experiencia mínima de tres (3) años en el desempeño de cargos como funcionario en

la Justicia Penal Militar.

 
2. Auditores de Guerra en la Policía Nacional

2.1 Auditor de Guerra ante Juzgado de Primera Instancia de Dirección General de la Policía Nacional. Para

desempeñar el cargo de Auditor de Guerra ante el Juzgado de Primera Instancia de Dirección General de la

Policía Nacional, se requiere acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos

como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.2 Auditor de Guerra ante Juzgado de Primera Instancia de Inspección General de la Policía Nacional. Para

desempeñar el cargo de Auditor de Guerra ante Juzgado de Primera Instancia de Inspección General de la

Policía Nacional, se requiere acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos

como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.3 Auditores de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de Policía Metropolitana. Para desempeñar el

cargo de Auditor  de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de Policía Metropolitana,  se requiere

acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de cargos como funcionario en la

Justicia Penal Militar.

2.4 Auditores de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de Departamento de Policía. Para desempeñar

el cargo de Auditor de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de Departamento de Policía, se requiere

acreditar una experiencia mínima de tres (3) años en el desempeño de cargos como funcionario en la

Justicia Penal Militar.

 
 

CAPITULO VII.



DE LOS JUECES DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR.

ARTÍCULO 12. JUEZ DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR. Para desempeñar el cargo de Juez de Instrucción

Penal Militar, se requiere, además de los requisitos generales consignados en el artículo 4o de la presente

ley, acreditar una experiencia profesional mínima de dos (2) años, o haber desempeñando empleos en la

Justicia Penal Militar por tiempo no inferior a cinco (5) años.

*Nota Jurisprudencia*
 

Corte Constitucional

Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-373/11 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena No. 21 Mayo 13 de 2011, Magistrado

Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

PARÁGRAFO. La experiencia de que trata el presente artículo, deberá ser adquirida con posterioridad a la

obtención del título de Abogado en actividades jurídicas.

 
 

CAPITULO VIII.

ARTÍCULO 13.  ESTABILIDAD.  Para  los  funcionarios  de la  Jurisdicción Penal  Militar  designados en los

distintos cargos antes de entrar en vigencia la presente ley, que hoy se desempeñan como tales, los

requisitos  que  acreditaron  a  la  fecha  de  su  nombramiento  y  posesión,  se  les  tendrán  por  suficientes  y

válidos para respaldar su idoneidad, y asegurar su continuidad en el ejercicio de su función.

No obstante, para los funcionarios a que se refiere el párrafo anterior, que aspiren a ocupar cualquiera de

los cargos señalados en los artículos 7o, 10, 11 y 12 de la presente ley, no podrá exigírseles otro requisito

diferente a la experiencia mínima que para cada cargo se indique, y en el evento que se trate de miembro

de la Fuerza Pública en servicio activo, además, el grado requerido.

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el inciso 2o. por ineptitud de la demanda,

mediante Sentencia C-373/11 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena No. 21 Mayo 13 de 2011,

Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.



– La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo respecto del cargo por

vulneración del principio de igualdad, por ineptitud sustantiva de la demanda, mediante Sentencia

C-1176-05 de 17 de noviembre de 2005, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto la Corte.

 
ARTÍCULO 14. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y

deroga las disposiciones contenidas en el Decreto 1790 de 2000 artículos 75, 76, 77, 78, 79, 80 y 81 en el

Decreto 1791 de 2000 artículos 33, 34, 35, 36, 37, 38 y 39 y en el Decreto 1792 de 2000 artículos 4o y

108, como también todas aquellas que le sean contrarias.

 
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

LUIS HUMBERTO GÓMEZ GALLO.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

 
La Presidenta de la honorable Cámara de Representantes,

ZULEMA JATTIN CORRALES.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 5 de enero de 2005.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Comandante de las Fuerzas Militares, encargado de las funciones del Despacho del Ministro de Defensa

Nacional,



GENERAL CARLOS ALBERTO OSPINA OVALLE.

 

LEY 1004 DE 2005
LEY 1004 DE 2005

LEY 1004 DE 2005
(diciembre 30 de 2005)

 
Por la cual se modifican  un régimen especial para estimular la inversión y se dictan otras disposiciones.

 

*CONCORDANCIA*

DECRETO 2696 DE 2010

DECRETO 2595 DE 2010

DECRETO 1769 DE 2010

DECRETO 1142 DE 2010

 
 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

 
DECRETA:

 
CAPITULO I.  

ZONA FRANCA. 

 
Artículo 1°.  La  Zona Franca es  el  área geográfica delimitada dentro  del  territorio  nacional,  en  donde se

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1004-de-2005/


desarrollan  actividades  industriales  de  bienes  y  de  servicios,  o  actividades  comerciales,  bajo  una

normatividad especial en materia tributaria, aduanera y de comercio exterior. Las mercancías ingresadas

en estas zonas se consideran fuera del territorio aduanero nacional para efectos de los impuestos a las

importaciones y a las exportaciones.

 

 
Artículo 2°. La Zona Franca tiene como finalidad:

 
1. Ser instrumento para la creación de empleo y para la captación de nuevas inversiones de capital.

 
2. Ser un polo de desarrollo que promueva la competitividad en las regiones donde se establezca.

 
3. Desarrollar procesos industriales altamente productivos y competitivos, bajo los conceptos de seguridad,

transparencia, tecnología, producción limpia, y buenas prácticas empresariales.

 
4. Promover la generación de economías de escala.

 
5. Simplificar los procedimientos del comercio de bienes y servicios, para facilitar su venta.

 

 
Artículo 3°. Son usuarios de Zona Franca, los Usuarios Operadores, los Usuarios Industriales de Bienes, los

Usuarios Industriales de Servicios y los Usuarios Comerciales.

 
El usuario operador es la persona jurídica autorizada para dirigir, administrar, supervisar, promocionar y

desarrollar una o varias Zonas Francas, así como para calificar a sus usuarios.

 
El Usuario Industrial de Bienes es la persona jurídica instalada exclusivamente en una o varias Zonas

Francas, autorizada para producir, transformar o ensamblar bienes mediante el procesamiento de materias

primas o de productos semielaborados.

 
El Usuario Industrial de Servicios es la persona jurídica autorizada para desarrollar, exclusivamente, en una

o varias Zonas Francas, entre otras, las siguientes actividades:

 
1.  Logística,  transporte,  manipulación,  distribución,  empaque,  reempaque,  envase,  etiquetado  o

clasificación;



 
2.  Telecomunicaciones,  sistemas  de  tecnología  de  la  información  para  captura,  procesamiento,

almacenamiento  y  transmisión  de  datos,  y  organización,  gestión  u  operación  de  bases  de  datos;

 
3. Investigación científica y tecnológica;

 
4. Asistencia médica, odontológica y en general de salud;

 
5. Turismo;

 
6. Reparación, limpieza o pruebas de calidad de bienes;

 
7. Soporte técnico, mantenimiento y reparación de equipos, naves, aeronaves o maquinaria;

 
8. Auditoria, administración, corretaje, consultoría o similares.

 
El  usuario  comercial  es  la  persona  jurídica  autorizada  para  desarrollar  actividades  de  mercadeo,

comercialización, almacenamiento o conservación de bienes, en una o varias Zonas Francas.

 

 
Artículo 4°. Para la reglamentación del presente capítulo, el Gobierno Nacional deberá:

 
1. Determinar lo relativo a la autorización y funcionamiento de Zonas Francas Permanentes o Transitorias.

 
2. Establecer controles para evitar que los bienes almacenados o producidos en Zona Franca ingresen al

territorio aduanero nacional sin el cumplimiento de las disposiciones legales.

 
3. Determinar las condiciones con arreglo a las cuales los bienes fabricados o almacenados en Zona Franca,

pueden ingresar temporalmente al territorio aduanero nacional. La introducción definitiva de estos bienes al

territorio aduanero nacional será considerada como una importación ordinaria.

 
4. Fijar las normas que regulen el ingreso temporal a territorio aduanero nacional o de este a una Zona

Franca, de materias primas, insumos y bienes intermedios para procesos industriales complementarios, y

partes, piezas y equipos para su reparación y mantenimiento.

 
5. Establecer los requisitos y términos dentro de los cuales los usuarios autorizados a la fecha de entrada



en vigencia de la presente ley, deban adecuarse a lo previsto en este capítulo.

 
6. Fijar las normas que regulen el régimen de introducción y salida de bienes y prestación de servicios del

exterior a Zona Franca o de Zona Franca al exterior. La introducción de bienes del exterior a Zona Franca

no se considera importación.

 
 
Artículo 5°. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artículo:

Artículo 240-1. Tarifa para usuarios de Zona Franca. Fíjase a partir del 1o de enero de 2007, en un

quince por ciento (15%) la tarifa única del impuesto sobre la renta gravable, de las personas jurídicas

que sean usuarios de Zona Franca.

 
Parágrafo. La tarifa del impuesto sobre la renta gravable aplicable a los usuarios comerciales de Zona

Franca será la tarifa general vigente”.

 

 
Artículo 6°. Modifícase el numeral primero (1°) del artículo 49 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“1. Tomará la Renta Líquida Gravable del respectivo año y le resta el Impuesto Básico de Renta liquidado

por el mismo año gravable”.

 
Artículo 7°. Adiciónase el artículo 481 del Estatuto Tributario con el siguiente literal:

“f) Las materias primas, partes, insumos y bienes terminados que se vendan desde el territorio aduanero

nacional a usuarios industriales de bienes o de servicios de Zona Franca o entre estos, siempre que los

mismos sean necesarios para el desarrollo del objeto social de dichos usuarios”.

 
Artículo 8°. Adiciónase el artículo 322 del Estatuto Tributario con el siguiente literal:

“n) A partir del 1° de enero de 2007, a los giros al exterior por parte de los usuarios de zonas francas”.

 
Artículo 9°. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artículo:

“Artículo 85-1. Limitación de costos y gastos para usuarios de zonas francas. Las operaciones

de compra y venta de bienes y servicios que realicen los usuarios industriales de bienes y servicios de



zonas francas, con los vinculados económicos o partes relacionadas a que se refieren los artículos260,

261,  263 y 264 del  Código de Comercio,  28 de la  Ley 222 de 1995,450 y 452 del  Estatuto

Tributario  que  no  correspondan  a  precios  de  mercado  serán  rechazadas  dentro  del  proceso  de

investigación y sujetas a la aplicación de la correspondiente sanción por inexactitud”.

 
 

CAPITULO II.

OTRAS DISPOSICIONES.

 
Artículo 10.  Adiciónese el parágrafo 3° y modifícase el parágrafo 4o del artículo 127-1 del Estatuto

Tributario, los cuales quedarían así:

“Parágrafo 3°.  Únicamente tendrán derecho al  tratamiento previsto en el  numeral  1° del  presente

artículo, los arrendatarios que presenten a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al gravable,

activos totales hasta por el límite definido para la mediana empresa en el artículo 2o de la Ley 905 de

2004. Quienes no cumplan con estos requisitos, deberán someter los contratos de leasing al tratamiento

previsto en el numeral 22 del presente artículo”.

“Parágrafo 4°. Todos los contratos de arrendamiento financiero o leasing con opción de compra que se

celebran a partir del 1o de enero del año 2007, deberán someterse al tratamiento previsto en el numeral

2o del presente artículo, independientemente de la naturaleza del arrendatario”.

 
Artículo 11. Adiciónase el artículo 485-2 del Estatuto Tributario con el siguiente parágrafo:

“Parágrafo 5°. El beneficio previsto en este artículo será aplicable hasta el año 2007 inclusive”.

 
Artículo 12. Adiciónese el artículo 424 del Estatuto Tributario con el siguiente Parágrafo:

“Parágrafo.  También  se  encuentra  excluida  del  impuesto  sobre  las  ventas,  la  importación  al

departamento del Amazonas, en desarrollo del Convenio Colombo-Peruano vigente, de alimentos de

consumo humano y animal, elementos de aseo y medicamentos para uso humano o veterinario, siempre

y cuando se destinen exclusivamente al consumo dentro del mismo departamento”.

 

 
CAPITULO III



VIGENCIA Y DEROGATORIAS

 
Artículo 13. *Aparte tachado INEXEQUIBLE* La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación

salvo lo dispuesto en los artículos 5°, 9° y 10, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias en

especial la Ley 178 de 1959, la Ley 109 de 1985, el artículo 6 de la Ley 7 de 1991, el inciso primero del

numeral 1 del literal A del artículo 16 de la Ley 677 de 2001 y el artículo 45 de la Ley 768 de 2002.

 
A partir del año gravable 2007, derogase el artículo 212 del Estatuto Tributario.

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-214-07 de 21

de marzo de 2007, Magistrado Ponente Dr. Alvaro Tafur Galvis .

 

 
El Presidente del honorable Senado de la República,

CLAUDIA BLUM DE BARBERI.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República, en ausencia del señor Secretario General firma

el señor Subsecretario General del Senado Emilio RAMÓN OTERO DAJUD,

 
SAÚL CRUZ BONILLA.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

JULIO E. GALLARDO ARCHBOLD.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 



Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2005.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

ALBERTO CARRASQUILLA BARRERA.

 
El Ministro de Minas y Energía, encargado de las funciones del Despacho del Ministro de Comercio, Industria

y Turismo,

LUÍS ERNESTO MEJÍA CASTRO.

LEY 1002 DE 2005
LEY 1002 DE 2005

LEY 1002 DE 2005
(diciembre 30 de 2005)

Por la cual se transforma el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior,

Mariano Ospina Pérez, Icetex, en una entidad financiera de naturaleza especial y se dictan otras

disposiciones.

*Notas de Vigencia*

 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1002-de-2005/


Modificado por la Ley 1911 de 2018, publicado en el Diario
Oficial N°50.649,  Lunes, 9 de julio de 2018, "Por medio de
la cual se crea la contribución solidaria a la educación

superior y se dictan otras disposiciones sobre los mecanismos
y las estrategias para lograr la financiación sostenible de

la educación superior."

Modificada por la Ley 1886 de 2018 Publicada en el Diario Oficial No. 50.569, Jueves 19 de

Abril de 2018, "Por medio de la cual se regula el cobro del gasto prejurídico y

jurídico en los créditos educativos del Icetex"

 
Reglamentada  en el artículo 6º por el Decreto 2792 de 2009, publicado el 27 de Julio de 2009.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o.  Transfórmese el  Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el

Exterior, Mariano Ospina Pérez, Icetex, creado por el Decreto 2586 de 1950, en una entidad financiera de

naturaleza especial, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, vinculada al

Ministerio de Educación Nacional, la cual conserva la misma denominación.

Los derechos y obligaciones que a la fecha de promulgación de esta ley tenga el Icetex continuarán en

favor y a cargo del mismo como entidad financiera de naturaleza especial.

*Nota Jurisprudencia*

Corte Constitucional

– La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo  (inciso 1o.) por ineptitud de la

demanda, mediante Sentencia C-101-07 de febrero de 2007, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar

Gil.

ARTÍCULO 2o. OBJETO. El Icetex tendrá por objeto el fomento social de la educación superior, priorizando

la población de bajos recursos económicos y aquella con mérito académico en todos los estratos a través

de mecanismos financieros que hagan posible el acceso y la permanencia de las personas a la educación

superior,  la  canalización  y  administración  de  recursos,  becas  y  otros  apoyos  de  carácter  nacional  e

internacional, con recursos propios o de terceros. El Icetex cumplirá su objeto con criterios de cobertura,

calidad y pertinencia educativa, en condiciones de equidad territorial. Igualmente otorgará subsidios para el

acceso y permanencia en la educación superior de los estudiantes de estratos 1, 2 y 3.



En razón a su naturaleza especial, el Icetex destinará los beneficios, utilidades y excedentes que obtenga,

al desarrollo de su objeto. Para tal efecto creará una reserva patrimonial que se destinará de la siguiente

forma:

1. El cuarenta por ciento (40%) para la constitución de reservas destinadas a la ampliación de cobertura del

crédito y de los servicios del Icetex.

2. El treinta por ciento (30%) para la constitución de reservas destinadas a otorgar subsidios para el acceso

y permanencia a la educación superior de estudiantes con bajos recursos económicos y mérito académico.

3. El treinta por ciento (30%) restante se destinará a incrementar el capital de la entidad.

PARÁGRAFO 1o.  Adiciónase el  artículo  277 del  Estatuto Orgánico del  Sistema Financiero  con el

siguiente numeral:

9. El Icetex no está sometido a régimen de encajes ni a inversiones forzosas. Tampoco podrá ser obligado a

destinar recursos de su portafolio para adquirir títulos de deuda pública, TES.

PARÁGRAFO 2o. Con el fin de garantizar los subsidios de que trata el presente artículo, el Icetex tendrá el

régimen tributario aplicable a los establecimientos públicos.

PARÁGRAFO 3o. La educación superior comprenderá entre otras, la educación tecnológica, la profesional,

las especializaciones, las maestrías y la formación de postgrados en el exterior.

PARÁGRAFO 4o. El Icetex ofrecerá diferentes modalidades de crédito para garantizar a la población la

culminación de sus estudios y en todo caso los intereses serán inferiores a los del mercado financiero.

Parágrafo 5°. *Adicionado por la Ley 1886 de 2018* El Icetex, para todos los efectos, asumirá los gastos

en los que incurra por concepto de la cobranza prejurídica y jurídica de cartera de créditos educativos hasta

el momento en que se notifique el auto admisorio de la demanda.

 

Parágrafo 6°. *Adicionado por la Ley 1886 de 2018* En acato a la prevalencia de la condición de

beneficiario, se preferirá que el Icetex de forma autónoma, directa y sin intermediación, celebre acuerdos

de  pago  que  permitan  la  extinción  de  la  obligación,  la  normalización  o  la  refinanciación  o,  la  puesta  en

marcha de planes o brigadas de normalización de cartera u otros, sin que la causación de honorarios sobre

recaudos esté a cargo del deudor. Lo anterior, sin importar la etapa procesal en la que se encuentre.

Parágrafo 7°. *Adicionado por la Ley 1911 de 2018  * El cobro pre-jurídico y

jurídico de cartera de créditos educativos consagrados en el presente artículo

estará a cargo del Icetex y/o la persona jurídica a la que se le haya transferido



la cartera de créditos originados en el Icetex.

*Nota de Vigencia*

Parágrafo adicionado por el artículo 46 de la Ley 1911 de 2018, publicado en el
Diario Oficial N° 50.649,  Lunes, 9 de julio de 2018, "Por
medio de la cual se crea la contribución solidaria a la

educación superior y se dictan otras disposiciones sobre los
mecanismos y las estrategias para lograr la financiación

sostenible de la educación superior."

Parágrafos adicionados por el articulo 1 de la Ley 1886 de 2018 Publicada en el Diario Oficial No.

50.569, Jueves 19 de Abril de 2018, "por medio de la cual se regula el cobro del

gasto prejurídico y jurídico en los créditos educativos del Icetex"

ARTÍCULO 3o. DOMICILIO. El Icetex tendrá su domicilio en la ciudad de Bogotá, D. C., y desarrollará su

objeto en el territorio nacional y en el exterior.

Artículo 4o. Operaciones autorizadas.*modificado por la Ley 1911 de 2018,
nuevo texto* Además de las funciones previstas en el Decreto ley número 3155 de

1968, en la Ley 18 de 1988, en la Ley 30 de 1992, en el Estatuto Orgánico del

Sistema Financiero contenido en el Decreto ley número 663 de 1993 y en el Decreto

número 276 de 2004, en desarrollo de su objeto social, el Icetex podrá:

 

1. Realizar operaciones de descuento y redescuento relacionadas con su objeto

social.

 

2. Administrar las contribuciones que se creen de acuerdo con las políticas del

Gobierno nacional para el fomento de la educación superior, en cumplimiento de

sus funciones, de conformidad con las normas vigentes.

 

3.  Concertar  alianzas  estratégicas  con  entidades  públicas  o  privadas,  con

entidades territoriales del orden departamental, municipal o distrital, para

administrar y adjudicar recursos destinados a fomentar la educación superior, de

acuerdo con las políticas y reglamentos del Icetex.

 

4. Administrar fondos destinados a ampliar la cobertura y fomentar el acceso y

permanencia en la educación superior en Colombia, acorde con las políticas,

planes y programas trazados por el Gobierno nacional.



 

5. Administrar los programas que el Gobierno nacional, en desarrollo de la

política  social,  le  confíe  para  promover  el  financiamiento  de  la  educación

superior.

 

6.  Realizar  las  demás  actividades  financieras  que  sean  necesarias  para  el

cumplimiento de su objeto.

 
*Notas de Vigencia*
 

Artículo modificado por el artículo 42 de por la Ley 1911 de
2018, publicado en el Diario Oficial N° 50.649,  Lunes, 9 de
julio de 2018, "Por medio de la cual se crea la contribución

solidaria a la educación superior y se dictan otras
disposiciones sobre los mecanismos y las estrategias para

lograr la financiación sostenible de la educación superior."

*Texto Original Ley 1002 de 2005*

ARTÍCULO 4o. OPERACIONES AUTORIZADAS. Además de las funciones previstas en el Decreto-ley

3155 de 1968, en la Ley 18 de 1988, en la Ley 30 de 1992, en el Estatuto Orgánico del Sistema

Financiero contenido en el Decreto-ley 663 de 1993 y en el Decreto 276 de 2004, en desarrollo de

su objeto social, el Icetex podrá:

1. Realizar operaciones de descuento y redescuento relacionadas con su objeto social.

2. Realizar las demás actividades financieras que sean necesarias para el cumplimiento de su objeto.

ARTÍCULO 5o. FONDO DE GARANTÍAS. Modificase el numeral 6 del artículo 277 del Estatuto Orgánico

del Sistema Financiero contenido en el Decreto-ley 663 de 1993, el cual quedará así:

“6. Se autoriza al Icetex para crear un Fondo con el objeto de cubrir los riesgos de los créditos otorgados

para el fomento de la educación, fijar las comisiones y los márgenes de cobertura”.

ARTÍCULO 6o. INSPECCIÓN Y VIGILANCIA. De conformidad con la reglamentación especial que para tal

efecto  expida  el  Gobierno  Nacional,  de  acuerdo  con  el  objeto  de  la  entidad  que  se  transforma,  la

Superintendencia  Financiera  ejercerá  la  inspección,  vigilancia  y  control  sobre  las  operaciones  financieras

que realice el Icetex, sin perjuicio de lo previsto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero

contenido en el Decreto-ley 663 de 1993.

*Nota de Vigencia*



 
Artículo reglamentado por el Decreto 2792 de 2009, publicado el 27 de Julio de 2009.

 
ARTÍCULO  7o.  ÓRGANOS  DE  DIRECCIÓN  Y  ADMINISTRACIÓN.  Son  órganos  de  dirección  y
administración del Icetex:
1. La Junta Directiva.

2. El representante legal.

La Junta Directiva estará integrada por

– El Ministro de Educación o el Viceministro delegado.

– Un representante del Consejo de Educación Superior.

– Un representante del Consejo Nacional de Acreditación.

– Un representante de universidades públicas.

– Un representante de universidades privadas.

– Un representante de los gobernadores designado por la Federación Nacional de Gobernadores.

– Un representante de los alcaldes designado por la Federación Colombiana de Municipios.

–  *Adicionado  por  la  Ley  1911  de  2018*Un  (1)  estudiante  usuario

del Icetex del último año de universidad; de una universidad pública o privada.

– *Adicionado por la Ley 1911 de 2018* Un (1) representante universal de los
usuarios del Icetex

Las funciones de la Junta Directiva y la elección y designación de sus miembros a

excepción de los gobernadores y alcaldes, se establecerán en el reglamento que

para este efecto expida el Gobierno nacional.

 

La representación legal del Icetex estará a cargo de un presidente, quien será

agente del Presidente de la República, de su libre nombramiento y remoción. Sus

funciones serán fijadas en la ley y en los estatutos de la entidad.

 

Parágrafo  1°.  *Adicionado  por  la  Ley 1911 de 2018*  El  representante

universal de los usuarios del Icetex debe cumplir con el criterio de haber



abonado el valor en pesos equivalente al monto total desembolsado sin intereses.

 

Los representantes serán designados al azar de conformidad con los requisitos

establecidos en el Decreto número 1050 de 2006. Para tal efecto, el Gobierno

nacional expedirá una reglamentación.

 
*Notas de Vigencia*
 

Incisos y parágrafo adicionados por el artículo 45 de la Ley 1911 de
2018, publicado en el Diario Oficial N° 50.649,  Lunes, 9 de
julio de 2018, "Por medio de la cual se crea la contribución

solidaria a la educación superior y se dictan otras
disposiciones sobre los mecanismos y las estrategias para

lograr la financiación sostenible de la educación superior."

ARTÍCULO 8o. RÉGIMEN JURÍDICO. Los actos que realice el Icetex para el desarrollo de sus actividades

comerciales o de gestión económica y financiera, estarán sujetos a las disposiciones del derecho privado.

Los actos que expida para el cumplimiento de las funciones administrativas que le confían la ley y los

estatutos, se sujetan a las reglas previstas en el Código Contencioso Administrativo.

Los  contratos  y  demás  actos  jurídicos  que  deba  celebrar  y  otorgar  el  Icetex  como  entidad  financiera  de

naturaleza especial, en desarrollo de su objeto y operaciones autorizadas, se sujetarán a las disposiciones

del derecho privado.

ARTÍCULO 9o. PATRIMONIO Y FUENTES DE RECURSOS. El patrimonio del Icetex está integrado por los

aportes efectuados por la Nación y demás entidades públicas, el valor de sus reservas, el superávit, la

revalorización del mismo y los resultados del ejercicio. De acuerdo con el Plan General de Contabilidad

Pública, se incluirá dentro del concepto de capital fiscal.

Son fuentes de recursos del Icetex, las siguientes:

1. Las partidas que con destino al Icetex se incluyan en el Presupuesto General de la Nación.

2. Los ingresos provenientes de la prestación de sus servicios.

3. Los rendimientos de las operaciones e inversiones que realice con recursos propios y de terceros.

4.  Los  bienes  e  ingresos,  utilidades,  intereses  y  demás  beneficios  que  se  generen  por  las  operaciones

autorizadas.



5. Los bienes e ingresos que como persona jurídica adquiera a cualquier título para el desarrollo de su

objeto.

6. Las donaciones que reciba de entidades públicas y de los particulares.

7. Los demás bienes y recursos que determine el ordenamiento jurídico.

ARTÍCULO 10. RÉGIMEN LABORAL. Los servidores públicos vinculados a la planta de personal del Icetex

continuarán  siendo  empleados  públicos  sujetos  al  régimen que  regula  el  empleo  público,  la  carrera

administrativa y la gerencia pública.

ARTÍCULO 11. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. El Icetex dispondrá de un (1) año, contado a partir de la

promulgación de la presente ley, para adecuar sus procedimientos y operaciones a su nueva naturaleza

jurídica y estructura administrativa.

Sin  perjuicio  de  las  funciones  de  inspección,  vigilancia  y  control  que  le  corresponde  ejercer  a  la

Superintendencia Financiera, esta prestará su colaboración técnica durante este período.

ARTÍCULO 12. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación

y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

 
La Presidenta del honorable Senado de la República,

CLAUDIA BLUM DE BARBERI.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

JULIO E. GALLARDO ARCHBOLD.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 



Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2005.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

ALBERTO CARRASQUILLA BARRERA.

 
La Viceministra de Educación Básica y Media, Encargada de las funciones del despacho de la Ministra de

Educación Nacional,

JUANA INÉS DÍAZ TAFUR.

LEY 1001 DE 2005
LEY 1001 DE 2005

 

LEY 1001 DE 2005
(diciembre 30 de 2005)

Por medio de la cual se adoptan medidas respecto a la cartera del Instituto

Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana, Inurbe, en Liquidación,

y se dictan otras disposiciones.

*Notas Reglamentarias*

 
Reglamentado parcialmente por el Decreto 4825 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010. "por el cual se

reglamentan los artículos 2°, 4°, 6° y 7° de la Ley 1001 de 2005 y parcialmente el artículo 90 de la Ley 1151 de 2007, en materia de

transferencia gratuita de bienes fiscales urbanos para el desarrollo de programas de vivienda de interés social y se dictan otras disposiciones."  

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1001-de-2005/


 

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. Facúltase al Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y

Reforma Urbana, Inurbe, en Liquidación, para reliquidar los créditos insolutos de

los adjudicatarios del desaparecido Instituto de Crédito Territorial, ICT, de la

siguiente manera:

a) El saldo de capital insoluto de la obligación se liquidará a una tasa de 12

puntos porcentuales anuales, con corte a la fecha de presentación del proyecto de

ley;

b) Sobre el nuevo saldo y a título de amortización de la obligación, el Gobierno

Nacional a través del Inurbe, en Liquidación, procederá a descontar del mismo el

equivalente a un subsidio familiar de vivienda, hasta por un monto de 21 salarios

mínimos legales vigentes; c) El nuevo saldo de la obligación, si lo hubiere,

podrá ser pagado de contado y obtendrá un descuento del 20% o el mismo se

refinanciará por el Inurbe, en Liquidación, en las condiciones establecidas por

la ley para el micro crédito.

PARÁGRAFO. El Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana,

Inurbe, en Liquidación, queda facultado para reestructurar los créditos otorgados

a sus funcionarios o ex funcionarios. En desarrollo de esta facultad podrá

extender plazos, refinanciar saldos de capital, disminuir o condonar intereses.

 
ARTÍCULO 2o. El artículo 14 de la Ley 708 de 2001 quedará así:
Las entidades públicas del orden nacional cederán a título gratuito los terrenos de su propiedad que sean

bienes fiscales y que hayan sido ocupados ilegalmente para vivienda de interés social, siempre y cuando la

ocupación ilegal haya ocurrido con anterioridad al treinta (30) de noviembre de 2001. La cesión gratuita se

efectuará mediante resolución administrativa a favor de los ocupantes, la cual constituirá título de dominio

y una vez inscrita en la Oficina de Instrumentos Públicos, será plena prueba de la propiedad.

Las demás entidades públicas podrán efectuar la cesión en los términos aquí señalados.

En  ningún  caso  procederá  la  cesión  anterior  tratándose  de  bienes  de  uso  público  ni  de  bienes  fiscales



destinados a la salud y a la educación. Tampoco procederá cuando se trate de inmuebles ubicados en

zonas insalubres o de riesgo para la población, de conformidad con las disposiciones locales sobre la

materia.

PARÁGRAFO.  En  las  resoluciones  administrativas  a  título  gratuito  y  de  transferencias  de  inmuebles

financiados por el ICT, se constituirá patrimonio de familia inembargable.

 
ARTÍCULO 3o. Cuando la ocupación ilegal recaiga sobre una vivienda de interés social cuya propiedad se

encuentre radicada en cabeza de los desaparecidos Instituto de Crédito Territorial, la Unidad Administrativa

Especial Liquidadora de los Asuntos del Instituto de Crédito Territorial o del Inurbe, en Liquidación, se

procederá a su enajenación directa, en primer lugar al ocupante sin sujeción a la Ley 80 de 1993 y sus

decretos reglamentarios.

El ofrecimiento de venta se hará al ocupante por el valor del avalúo comercial del inmueble, descontado

sobre el mismo, el equivalente a un subsidio familiar de vivienda hasta por un monto de veintiún (21)

salarios mínimos legales mensuales vigentes. El saldo se cancelará conforme al literal a) del artículo 1o de

esta ley.

En el evento que el ocupante no se allane a la adquisición del inmueble, se procederá a solicitar su

restitución conforme a la  ley o a su enajenación a los terceros que demuestren su interés sobre el

inmueble, en las condiciones físicas y jurídicas que se encuentre.

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo establecido en la Ley 901 de 2004, para efecto de pagos de derechos

regístrales que se causen para la inscripción de las resoluciones de transferencias de inmuebles efectuados

en desarrollo de la presente ley, cualquiera que sea su naturaleza, estos se liquidarán sobre la base de

cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

 
ARTÍCULO 4o. En el caso de los inmuebles ocupados por instituciones religiosas e iglesias reconocidas por

el Estado, sobre los cuales se hayan construido templos o lugares propios para el cumplimiento de su

misión pastoral o social, se enajenarán por su avalúo catastral con un descuento del 90%. El saldo se podrá

financiar en las condiciones establecidas en el literal a) del artículo 1o de esta ley.

 
ARTÍCULO 5o. El artículo 13 de la Ley 810 de 2003 quedará así:
El Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana, Inurbe, en Liquidación, durante su

existencia cederá a título gratuito a los municipios y distritos los inmuebles de su propiedad que hubiesen



sido cedidos por estos para el desarrollo de programas de vivienda y podrán ceder a otras entidades

públicas los terrenos de su propiedad no aptos para vivienda de interés social, los cuales solo podrán

destinarse a fines institucionales y sociales.

En cuanto a los inmuebles aptos para vivienda diferente de interés social, estos se enajenarán por un

cincuenta por ciento (50%) de su avalúo comercial a los municipios o distritos que a la fecha de entrada en

vigencia de esta ley tengan constituido el Banco de Tierras de que hablan las Leyes 9ª de 1989 y 388 de

1997.

 
ARTÍCULO 6o. Facúltese al Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana, Inurbe, en

Liquidación, para ceder mediante resolución administrativa a título gratuito a las entidades del orden

municipal o distrital en las cuales se hallen ubicados los bienes o los terrenos de su propiedad y los de los

desaparecidos Instituto de Crédito Territorial, la Unidad Administrativa Especial Liquidadora de los Asuntos

del Instituto de Crédito Territorial, que actualmente estén destinados o tengan vocación de uso público,

planes viales o zonas de cesión.

PARÁGRAFO  1o.  Para los  efectos de que trata este artículo,  el  Inurbe,  en Liquidación,  procederá a

determinar sobre sus inmuebles y los demás que le sean transferidos,  las áreas susceptibles de ser

enajenadas a terceros y las de uso público y zonas de cesión, debiendo efectuar la transferencia de estas

dos últimas a las entidades territoriales del orden municipal o distrital, sin más requisito que la resolución

administrativa indicada.

PARÁGRAFO  2o.  El  Instituto  Nacional  de  Vivienda  de  Interés  Social  y  Reforma  Urbana,  Inurbe,  en

Liquidación, podrá ceder mediante resolución administrativa a título oneroso y como dación en pago a las

entidades del orden municipal o distrital en las cuales se hallen ubicados los bienes o los terrenos que

conformen el plan vial del respectivo ente territorial que sean de su propiedad y los de los desaparecidos

Instituto de Crédito  Territorial  o  de la  Unidad Administrativa Especial  Liquidadora de los  Asuntos del

Instituto de Crédito Territorial, que actualmente estén destinados, tengan vocación o hagan parte del Plan

Vial Municipal.

 
ARTÍCULO 7o. Facúltese al Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana, Inurbe, en

Liquidación, para cancelar mediante resolución administrativa los gravámenes que actualmente recaen

sobre los inmuebles adjudicados por el  extinto Instituto de Crédito Territorial  y cuyas obligaciones se

encuentren a paz y salvo, entre otros, hipotecas, condiciones resolutorias, patrimonios de familias, etc.



Facúltese también a las Entidades Públicas Nacionales para cancelar mediante resolución administrativa,

los gravámenes que actualmente recaen sobre los inmuebles a ceder a las entidades territoriales.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos de la cancelación y liberación de gravámenes en lo referente al cobro de la

tarifa de derechos de registro, se entenderá como acto sin cuantía y en consecuencia el cobro será por la

suma de ocho mil pesos ($8.000) moneda corriente.

PARÁGRAFO 2o. En las resoluciones administrativas de cancelación de gravámenes no se requerirá indicar

el valor del gravamen que se cancela ni el monto por el que el mismo fue constituido.

 
ARTÍCULO 8o. Facultase al Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana, Inurbe en

Liquidación para celebrar sin sujeción a los trámites, requisitos y restricciones establecidos en la Ley 80 de

1993  y  sus  decretos  reglamentarios,  un  contrato  de  fiducia  con  sujeción  a  las  reglas  generales  y  del

derecho comercial destinado a la constitución de un Fideicomiso-Patrimonio Autónomo, al cual, una vez

vencido el  término previsto  por  la  ley  para  la  existencia  y  liquidación del  Inurbe en Liquidación,  se

transferirán los bienes inmuebles activos y recursos propios de la entidad liquidada.

Lo anterior con el objeto que con el producto de la venta de los inmuebles y con los recursos económicos se

atiendan procesos judiciales en curso en contra d e la entidad liquidada o las contingencias futuras, así

como los honorarios de los apoderados externos, los gastos administrativos y judiciales que se requieran

para la adecuada e idónea defensa de los intereses estatales y las demás erogaciones que permitan

atender en el futuro las actividades derivadas de la liquidación del Inurbe en Liquidación.

Como parte procesal en los procesos judiciales en los cuales actúe el Inurbe en Liquidación, este será

sustituido  por  el  Fideicomiso-Patrimonio  Autónomo,  asimismo en los  que se  lleguen a  adelantar  con

posterioridad a la liquidación del Inurbe en Liquidación.

 
ARTÍCULO 9o. En el proceso de liquidación del Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma

Urbana,  Inurbe,  en Liquidación,  y  antes  de proceder  a  la  entrega de los  derechos y  obligaciones al

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,  el  Inurbe, en Liquidación, deberá proceder a

efectuar el saneamiento predial correspondiente, al pago de los impuestos de los inmuebles y otros bienes

que componen los activos de la liquidación para lo cual se podrán entregar a título de dación en pago a los

municipios o distritos, los inmuebles de su propiedad que se encuentren en el respectivo municipio o

distrito,  para  lo  cual  el  Gerente  Liquidador  queda  facultado  para  hacer  los  cruces  de  cuentas

correspondientes.



 
ARTÍCULO  10.  Quienes  resultaren  beneficiados  conforme  a  los  artículos  1o,  2o  y  3o  de  la  presente  ley

deberán  acreditar  el  cumplimiento  de  los  requisitos  establecidos  en  las  normas  vigentes  para  ser

beneficiarios del  subsidio familiar  de vivienda,  asimismo se impondrán las limitaciones consagradas en el

artículo 8o de la Ley 3ª de 1991.

 
ARTÍCULO 11. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le

sean contrarias.

 
 

La Presidenta del honorable Senado de la República,

CLAUDIA BLUM DE BARBERI.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

JULIO E. GALLARDO ARCHBOLD.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2005.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

ALBERTO CARRASQUILLA BARRERA.



 
La Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

SANDRA SUÁREZ PÉREZ.


